


completo permite inferencias robustas sobre la organización y resiliencia del sistema de 
vigilancia, (capacidad efec va de cobertura, umbrales de dotación, márgenes de con ngencia y 
patrones recurrentes de incumplimiento o incidencia). Esa información, combinada con datos 
públicos del propio contrato, con la notoriedad de horarios de explotación ferroviaria y con 
información accesible sobre flujos y opera va de estaciones, puede incrementar obje vamente 
el riesgo de acciones deliberadas de interferencia, sabotaje, vandalismo u otras conductas 
oportunistas, afectando a la seguridad de infraestructuras y del servicio de interés general y 
esencial.

Por ello, resulta de aplicación el límite del ar culo 14.1.d) de la Ley de Transparencia (seguridad 
pública), debiendo operarse con un test de daño y proporcionalidad. En el presente caso, el 
perjuicio no es meramente hipoté co: la divulgación de horas descubiertas por empresa en un 
ámbito territorial determinado (Rodalies/Cataluña) puede entenderse como un indicador de 
vulnerabilidad opera va y de exposición del sistema, suscep ble de orientar conductas ilícitas 
y de erosionar la confianza pública en la seguridad del servicio. Asimismo, concurre una 
obligación reforzada de confidencialidad en materia de seguridad en el marco norma vo de 
protección de infraestructuras y servicios esenciales, de modo que la información vinculada a 
planes, capacidades y rendimientos del disposi vo de vigilancia debe tratarse con cautela y 
reserva.

Igualmente, el hecho de que se deban licitar determinados contratos no supone, por sí solo, el 
ejercicio de funciones o potestades públicas, presupuesto que jus ficaría que la información 
elaborada o adquirida como consecuencia de su preparación o ejecución tuviese la 
consideración de pública según el ar culo 13 de la Ley de Transparencia. Debe par rse de la 
premisa de que la documentación rela va a la ejecución de un contrato de naturaleza privada 
exige considerar y tratar este po de información como un secreto empresarial. En este sen do, 
cabe destacar la doctrina sentada en la Resolución 816/2019 del Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno (en adelante, CTBG), rela va a la deses mación de aquellas solicitudes no 
circunscritas al ejercicio de funciones públicas.

Una interpretación contraria dejaría a Renfe y a las empresas con las que contrata en una 
situación de injus ficada desventaja, permi endo que los principales compe dores de Renfe y 
de las adjudicatarias del servicio accediesen a detalles confidenciales y estratégicos. Se 
romperían así las reglas de juego de la libre competencia en los mercados concernidos. Por ello 
resultaría asimismo de aplicación el límite contemplado en el ar culo 14.1.h) de la Ley de 
Transparencia (intereses económicos y comerciales).

En este sen do, es preciso traer a colación la sentencia del Tribunal de Jus cia de las 
Comunidades Europeas (Sala Tercera), de 14 de febrero de 2008, asunto Varec SA vs. État belge 
(C-450/06), sobre los riesgos de una ponderación excesiva frente a la confidencialidad en 
contratación. Asimismo, la sentencia del Tribunal General (Sala Sexta) de 21 de sep embre de 
2016, asunto T-363/14, advierte de la necesidad de no divulgar información cuyo contenido 
pueda u lizarse para falsear la competencia. Por úl mo, la sentencia del Tribunal de Jus cia de 
la Unión Europea de 17 de noviembre de 2022 (asunto C-54/21) se pronuncia sobre la 






